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TRIBUNAL CONSTITUCIONAL 

EXP. N.o 2877-2005-PHC/TC 
LIMA 
LUIS SÁNCHEZ LAGOMARCINO RAMÍREZ 

SENTENCIA DEL TRIBUNAL CONSTITUCIONAL 

En Paramonga, a los 27 días del mes de enero de 2006, el Tribunal 
Constitucional, en sesión de Pleno Jurisdiccional, con la asistencia de los magistrados 
García Toma, presidente; Gonzales Ojeda, vicepresidente; Alva Orlandini, Bardelli 
Lartirigoyen, V ergara Gotelli y Landa Arroyo, pronuncia la siguiente sentencia, con el 
voto singular del magistrado V ergara Gotelli 

l. ASUNTO 

Recurso de agravio constitucional interpuesto por don Luis Sánchez 
Lagomarcino Ramírez en contra de la resolución de la Cuarta Sala Especializada en lo 
Penal para Procesos con Reos en Cárcel de la Corte Superior de Justicia de Lima, de 
fojas 89, su fecha 21 de febrero de 2005, que declara fundada la demanda de hábeas 

us de autos. 

ANTECEDENTES 

Demanda 
Con fecha 22 de diciembre de 2004, el recurrente, don Luis Sánchez Lagomarcino 
Ramírez, interpone demanda de hábeas corpus contra el magistrado del 
Cuadragésimo Juzgado Penal de Lima, don Manuel Iván Miranda Alcántara, por 
expedir irregularmente la resolución de fecha 17 de diciembre de 2004, en el 
proceso judicial signado con el N. 0 115-2003. A través de la mencionada resolución 
fue declarado reo contumaz y se ordenó su captura. 
El actor considera que lo sucedido constituye un acto procesal irregular que 
amenaza sus derechos constitucionales a la libertad personal y a la tutela procesal 
efectiva, garantizados por los artículos 2°, inciso 24, y 139°, inciso 3, de la 
Constitución. Para fundamentar tal aseveración, señala que el emplazado estaba 
impedido de dictar sentencia por encontrarse pendiente de resolver la excepción de 
prescripción presentada mediante escrito de fecha 20 de octubre de 2003, la cual se 
venía tramitando en cuerda separada, y, por tanto, debía resolverse con antelación 
al principal, conforme lo establece el artículo 5°, in fine, del Decreto Ley N. 0 

28117. 
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Con fecha 23 de diciembre de 2004, el emplazado manifiesta en la investigación 
sumaria que no se han vulnerado los derechos constitucionales invocados por el 
actor y que, además, ha actuado con conciencia e imparcialidad. 
Precisa que, si bien no se ha resuelto la excepción de prescripción, esto es debido a 
que el Ministerio Público opinó que carece de objeto pronunciarse sobre la 
excepción mencionada por haber emitido acusación en el principal, aunándose a 
ello que el cuaderno de prescripción fue ingresado al despacho para resolver con 
fecha 18 de diciembre de 2004, cuando ya existía acusación fiscal, por lo que, 
encontrándose para resolver en ese estado procesal, la excepción debe resolverse 
conjuntamente con la resolución final. 
Asimismo, refiere que luego de señalarse fecha para la lectura de sentencia por dos 
veces consecutivas, el recurrente se negó a presentarse ante el juzgado, por lo que 
fue declarado válidamente como reo contumaz. 

c. Resolución de primera instancia 
Con fecha 30 de diciembre del 2004, el Decimosexto Juzgado Penal de Lima 
declara fundada la demanda, por considerar que se vulneraron los derechos 
a ados en dos sentidos; el primero respecto a la excepción de prescripción 
p se9-tada por el demandante, admitida a trámite, y que no fue remitida a tiempo al 

se r, por lo cual éste no fundamentó debidamente su dictamen; y el segundo en 
e anto a que el juez accionado, de manera irregular, señaló fecha de lectura de 
sentencia sin pronunciarse previamente sobre el mérito de la acción deducida. 
Asimismo, no advierte una conducta dolosa para perjudicar al accionante, sino una 
interpretación equivocada de las normas procesales, de lo que se desprende que no 
resulta aplicable lo dispuesto en el artículo 8° del Código Procesal Constitucional 
(CPCo). 

d. Apelación 
Con fecha 5 de enero de 2005, el demandante interpone recurso de apelación contra 
la sentencia del 30 de diciembre del 2004, en el extremo del fallo que 'omite' (sic) 
disponer que se remitan los actuados a la fiscalía provincial penal de tumo, tal 
como lo señala el artículo 8° del CPCo, en caso que exista causa probable de la 
comisión de un delito. 
Alega que el juez debió remitir al fiscal los actuados para los fines pertinentes, ya 
que existen pruebas irrefutables de que el demandado cometió dolosamente los 
delitos de abuso de autoridad y prevaricato, previstos en los artículos 316° y 318° 
del Código Penal. 

e. Resolución de segunda instancia 
Con fecha 21 de febrero del 2005, la recurrida confirma la apelada, considerando 
que el juez incumplió el procedimiento preestablecido por la ley procesal para el 
in idente de prescripción, por lo que la declaración de reo contumaz y la orden de 

ptura son arbitrarias y vulneran el derecho constitucional al debido proceso. Por 
otro lado, considera que, al no evidenciarse causa probable de la comisión de algún 
ilícito penal en el accionar del demandado, no se debe aplicar lo establecido en el 
artículo 8° del CPCo. 

'· 
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El vocal Vinatea V ara Cadillo, en voto discordante, señala que debe revocarse la 
sentencia recurrida que declara fundada la demanda de hábeas corpus. 

f. Agravio constitucional 

111. 

o 

Con fecha 18 de abril de 2005, el recurrente interpone recurso de agravio 
constitucional (RAC) contra el extremo de la resolución judicial N. 0 401, de fecha 
21 de febrero de 2005, que exime de responsabilidad al juez demandado. 
El recurso tiene como objeto que se aplique el artículo 8° del CPCo, ya que 
considera que el juez demandado violentó el principio de legalidad procesal, 
conducta que fue realizada con conocimiento y voluntad de causar perjuicio, 
vulnerando el derecho a la tutela judicial efectiva. 

DATOS GENERALES 

Violación constitucional invocada 
El eso constitucional de hábeas corpus fue presentado por don Luis Sánchez 

g arcino Ramírez contra el magistrado del Cuadragésimo Juzgado Penal de 
i a, don Manuel Iván Miranda Alcántara. 

E supuesto acto lesivo fue producido por el juez demandado al expedir una 
esolución, en el proceso judicial signado con el N. 0 115-2003, no conforme a 
erecho, debido que se declara al beneficiario reo contumaz y se ordena su captura. 

Petitorio constitucional 
El demandante considera que se han quebrantado sus derechos a la libertad personal 
(artículo 2°, inciso 24, de la Constitución) y al debido proceso (artículo 139°, inciso 
3, de la Constitución). 
Alegando tales actos vulneratorios, solicita consecutivamente dos cosas distintas: 
• En la demanda, reclama que se deje sin efecto la resolución cuestionada, y que 

cese de esta manera la violación de sus derechos constitucionales. 
• En los recursos impugnatorios (apelación y RAC), pide que se sancione al juez 

J;A emplazado por existir pruebas irrefutables de que los demandados cometieron 
-v¡ dolosamente los delitos de abuso de autoridad y prevaricato al emitir la 

resolución que vulnera los derechos del favorecido. 

Materias constitucionalmente relevantes 
Sobre la base de la reclamación realizada por el recurrente, este Colegiado 
considera pertinente desarrollar algunos aspectos que ayuden a dilucidar la 
naturaleza del RAC. Por ello, a lo largo de la presente sentencia se responderán las 
siguientes inquietudes: 
• ¿Cuál es la naturaleza del RAC? Por tanto, 

¿Cómo se inserta en la tramitación de un proceso constitucional de libertad? 
¿Qué carácter asume, dada su calidad de medio impugnatorio? , 

• ¿Qué finalidad cumple el RAC? En consecuencia, 
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Al buscar la protección superlativa de derechos fundamentales, ¿de qué 
manera se configura su cualidad de extraordinario como medio 
impugnatorio? 
¿Qué se entiende por resolución denegatoria de protección constitucional, al 
ser ella la habilitante de su presentación? · 
En este marco, ¿cómo habrá de entenderse un recurso de este tipo 
sustentado en la determinación de la responsabilidad del agresor? 

• ¿Qué se requiere para que un RAC sea procedente? De esta forma, 
¿Cómo ayuda a configurar el verdadero rol asignado al Tribunal 
Constitucional (TC)? 
¿Cuál es el canon de análisis que se requiere para ingresar al fondo del 
asunto? 

IV. FUNDAMENTOS 

l. Antes de resolver el fondo del asunto es necesario determinar la competencia del TC 
en los casos de procesos constitucionales de libertad (hábeas corpus, amparo, hábeas 
data y cumplimento), toda vez que su oficiosidad sólo será posible admitirla para 

eterminados supuestos y en específicas circunstancias. 
ólo concibiendo con claridad estos conceptos será posible establecer si el RAC 

interpuesto es pasible de conocimiento por este Colegiado, pues necesita estar 
precedido de una resolución denegatoria de protección de derechos fundamentales, 
hecho que, además, debe haber quedado acreditado en el transcurso del proceso. 

A. La naturaleza del RAC 

2. Para lograr tal cometido, es imprescindible, en primer término, que, captando la idea 
de lo que significan los procesos constitucionales de libertad, se pueda entender qué 
implica la existencia de medios impugnatorios, confluencia que, en un ulterior 
estadio, nos llevará a comprender la idea del RAC. 
Sobre esta base se habrá de definir si el pedido de responsabilidad del agresor es 
materia de un RAC, según los parámetros que previamente se hayan establecido. 

§1. El RAC en los procesos constitucionales de libertad 

3. En un proceso de libertad debe distinguirse cómo el RAC representa una fórmula 
específica para demostrar la supremacía constitucional, prevista en el artículo 51 o de 
la Norma Fundamental. Para establecer los principios de la intervención del TC en 
los procesos constitucionales de libertad, especialmente en el hábeas corpus, el cual 
es materia de la presente demanda, es necesario que se asienten algunas premisas 
especto al RAC. 

La Constitución, como norma fundamental y guía primordial del ordenamiento 
jurídico, ordena los poderes del Estado y establece los límites del ejercicio del poder 
y el ámbito de libertades y derechos fundamentales, así como los objetivos positivos 
y las prestaciones que el poder debe cumplir en beneficio de la comunidad. En 

·• 
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virtud del principio de supremacía constitucional, se le considera como la norma 
jerárquicamente superior, por encima de las demás normas que posee el 
ordenamiento jurídico. Al ser !ex superior, define el sistema de fuentes formales del 
Derecho y aparece como la expresión de una intención fundacional, configuradora 
de un sistema entero que en ella se asienta, teniendo así una pretensión de 
permanencia. 
Basándose en tal aseveración, este Colegiado ha venido a señalar explícitamente, en 
la sentencia recaída en el Expediente N.0 0050-2004-PI/TC y otros, que nuestro 
sistema jurídico se encuentra sustentado en la supremacía constitucional, además del 
principio de su fuerza normativa. Asimismo, y de forma más categórica, se 
manifestó en la sentencia del Expediente N. 0 0002-2005-PI/TC lo siguiente: 

( ... ) se da contenido a la praxis del Tribunal Constitucional, en la garantía de las 
instituciones que subyacen al cuerpo constitucional y en la defensa 
extraordinaria de los derechos fundamentales, lo que configura el parámetro 
básico de la labor jurídico-política concreta de la justicia constitucional. Así, al 
afirmarse el principio jurídico de la supremacía jurídica y valorativa 
constitucional y el rol del Tribunal Constitucional como supremo intérprete, se 
ve reforzado el principio político de la soberanía popular, que es la base 
material que da impulso al proceso de maduración democrático-constitucional. 

/ la sentencia recaída en el Expediente N.0 014-2002-AI/TC, también se ha 
expresado que 

( ... ) la Constitución adquiere gran importancia al ser la depositaria de las 
aspiraciones del pueblo expresadas por el Poder Constituyente, su contenido 
reviste una 'pretensión más fuerte de validez', y aspira a tener una permanencia 
o duración indeterminada ( ... ). La Constitución es un instrumento jurídico 
dirigido a limitar efectivamente el ejercicio de poder, en particular del poder 
político, evitando que la concentración del poder político se reúna en un solo 
detentador, previendo facultades a órganos constitucionales distintos y 
garantizando a través de una lista cerrada o abierta los derechos de las personas. 

En el pensamiento estructuralista, dentro de la pirámide normativa, la Constitución 
es la norma primordial de la cual depende la validez del orden jurídico en su 
conjunto. Su reconocimiento normativo ha supuesto que no tenga únicamente un 
carácter declarativo sino, también, una vinculación con carácter obligatorio sobre 
los destinatarios. Sobre ella descansa el ordenamiento jurídico; es por ello que todas 
las demás normas se deben someter de manera irrestricta a la Norma Fundamental, 
además de buscar la salvaguardia superlativa de derechos fundamentales, como bien 
se desea lograr a través del RAC. 
Merece la pena advertir que el sistema de protección constitucional que ha sido 
previsto por nuestro CPCo establece, como parte de su artículo IV del Título 
Preliminar, que el control de la constitucionalidad está a cargo tanto del Poder 
Judicial como del TC, y ambos deben seguir lo que ha sido señalado por la 
Constitución. 

n este sentido, la protección de ciertos derechos importa la necesidad de una tutela 
rápida, ya que la afectación o amenaza comprometen la vigencia de la integridad del 
sistema constitucional ( cf. artículo III del Título Preliminar del CPCo ). Por ende, en 
nuestro ordenamiento se ha creído conveniente que sólo existan dos grados que se 

. --r· 
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encarguen de dictaminar si ha existido violación de derechos o no, con la salvedad
claro está- del RAC. 
No es adecuado para este tipo de situaciones - a fin de suprimir las conductas 
agraviantes- el prolongado tiempo que normalmente duran los procesos de carácter 
ordinario. Es por ello que se requiere de una tutela jurisdiccional de urgencia, la cual 
se expresa mediante procesos más breves y eficaces. De tal forma de salvaguardia se 
pueden señalar dos manifestaciones: la tutela de urgencia cautelar, dentro de un 
proceso principal, y que está destinada a impedir que el transcurso del tiempo 
convierta en imposible la realización del mandato de la sentencia; y la tutela de 
urgencia satisfactiva, que comporta el uso de remedios procedimentales breves, 
bajo el supuesto de la amenaza de un derecho cuya supervivencia depende de la 
rapidez con que se brinde la protección jurisdiccional. 
Por tanto, los procesos constitucionales de la libertad, previstos por el artículo 200° 
de la Constitución, están referidos primordialmente a la tutela de urgencia, ya que 
buscan proteger, eficaz y ágilmente, los derechos que cada una de las garantías 
constitucionales tiene como finalidad. 

El proceso constitucional tiene como objetivo asegurar el funcionamiento adecuado 
d orden constitucional y la vigencia efectiva de los derechos constitucionales, tal 

o lo ha previsto el artículo II del Título Preliminar del CPCo, el cual, a la letra, 

Son fmes esenciales de los procesos constitucionales garantizar la primacía de 
la Constitución y la vigencia efectiva de los derechos constitucionales. 

De esta manera, el diseño del proceso constitucional se orienta a la tutela de dos 
distintos tipos de bienes jurídicos: la eficacia de los derechos fundamentales y la 
constitucionalidad del derecho objetivo, toda vez que, por su intermedio, se 
demuestra la supremacía constitucional. Y es que, gracias a ello, este Colegiado 
cumple sus funciones esenciales, tanto reparativas como preventivas (artículo 2° del 
CPCo). 
En el sistema constitucional, cada elemento tiene un espacio determinado, por lo 
que no puede salirse de ese lugar sin que el sistema corra peligro de verse 
desequilibrado. Por eso, es imprescindible en cada Estado social y democrático de 
derecho que los derechos fundamentales tengan el verdadero sitial que les 
corresponde, máxime si sólo a partir de ello se podrá validar el precepto medular 
recogido en el artículo 1 o de la Constitución: 

La defensa de la persona humana y el respeto de su dignidad son el fm supremo 
de la sociedad y del Estado. 

La perturbación de un derecho fundamental o de una norma constitucional, a través 
de su amenaza o directa lesividad, altera el ordenamiento jurídico constitucional; 
para que vuelva a funcionar de modo armónico, es necesario reponer la situación a 
su estado anterior al de la vulneración o amenaza del orden constitucional. La 
reposición al correcto estado anterior puede lograrse a través del RAC. Allí radica 
su importancia. 

§2. El RAC como medio impugnatorio 

. ,_ 
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6. Sólo entendiendo el verdadero carácter de los procesos constitucionales es posible 
determinar que en él se presentan diversos tipos de medios impugnatorios, aunque 
básicamente habremos de centrarnos en lo que se conocen como recursos, 
descartando para el caso concreto los remedios. 
El más clásico de los recursos es aquél por el cual, tras la sentencia de primera 
instancia, las partes tienen la posibilidad de apelar la resolución emitida. Pero, más 
aún, el constituyente consideró otro adicional para el caso de los procesos 
constitucionales de libertad, el cual merece ser entendido como parte de la teoría de 
los medios impugnatorios: éste es el RAC. 
Este tipo de recurso tiene su fundamento en lo señalado por la Norma Fundamental, 
en el inciso 2) del artículo 202°, según el cual es una atribución del TC, 

Conocer, en última y defmitiva instancia, las resoluciones denegatorias de 
hábeas corpus, amparo, hábeas data, y acción de cumplimiento. 

Antes conocido como recurso extraordinario (artículo 41 o de la derogada Ley 
Orgánica del TC, Ley N. 0 26435), el RAC, según lo previsto por el artículo 18° del 
CPCo, es presentado de la siguiente manera: 

Contra la resolución de segundo grado que declara infundada o improcedente la 
demanda, procede recurso de agravio constitucional ante el Tribunal 
Constitucional, dentro del plazo de diez días contados desde el día siguiente de 
notificada la resolución. Concedido el recurso, el Presidente de la Sala remite al 
Tribunal Constitucional el expediente dentro del plazo máximo de tres días, más 
el término de la distancia, bajo responsabilidad. 

Una presentación de este tipo se ve complementada por el artículo 20° del mismo 
Código, cuando expresa con claridad los plazos para su actuación (veinte días para 
los procesos de hábeas corpus, y treinta para el resto). 
Entonces, es pertinente que este Colegiado revise algunas de las características que 
adquiere el RAC, en tanto se presenta como un recurso de los procesos 
constitucionales. El fundamento de la existencia de los recursos parte de la premisa 
de que, en la delicada misión de administrar justicia, no debe descartarse a priori la 
existencia del error judicial. La base constitucional de esta aseveración se halla en el 
artículo 139°, inciso 6) de la Constitución, que garantiza el acceso de los justiciables 

1 
a la pluralidad de grados como garantía de justicia. Asimismo, la Convención 
Americana sobre Derechos Humanos enumera, en su artículo 8°, las garantías 
judiciales a las que tiene derecho toda persona, estableciendo, en el inciso h), el 
derecho de recurrir del fallo ante juez o tribunal superior. 

7. Al respecto, el TC se ha pronunciado sobre el derecho a la pluralidad de grados y el 
derecho al acceso a los recursos, considerándolos como parte de la doctrina procesal 
de la naturaleza de los medios impugnatorios. Se ha llegado a establecer, en la 
·sentencia recaída en el Expediente N. 0 604-2001-HC/TC, que 

( ... ) El derecho a la pluralidad de instancias garantiza que los justiciables, en la 
sustanciación de un proceso, cualquiera sea su naturaleza, puedan recurrir las 
resoluciones judiciales que los afectan ante una autoridad jurisdiccional 
superior. En la medida que la Constitución no ha establecido cuáles son esas 
instancias, el principio constitucional se satisface estableciendo cuando menos 
una doble instancia; y, en esa medida, permitiendo que el justiciable tenga 
posibilidad de acceder a clla mediante el ejercicio de un medio impugnatorio. 
La Constitución tampoco ha establecido qué tipo de resoluciones pueden 
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impugnarse. Y aunque el ordinal 'h' del artículo 8.2 de la Convención 
Americana sobre Derechos Humanos haya establecido que la pluralidad de 
instancias sólo comprende al 'fallo' ( ... ), considera el Tribunal que el derecho a 
recurrir las resoluciones judiciales no sólo comprende a las sentencias, sino 
también a los autos. Sin embargo, como sucede con todo derecho 
constitucional, el derecho de acceso a los medios impugnatorios no es un 
derecho cuyo ejercicio pueda considerarse absoluto, pues puede ser objeto de 
limitaciones, siempre que con ellas se busque preservar otros derechos, bienes o 
principios constitucionales, y que las mismas sean razonables. 

La razón de ser de un medio impugnatorio radica en el reconocimiento de la 
equivocación humana como accidente posible en el proceso. Ello autoriza la 
intervención de un órgano para acordar o reconocer la eficacia de una relación o 
situación jurídica. Justamente, en la actuación que le corresponde al TC se debe 
advertir cuál es la motivación que amerita su injerencia en la búsqueda de la 
supremacía constitucional, siempre en el marco del carácter de los procesos 
constitucionales de la libertad. 

8. Los recursos, por su naturaleza, pueden tener dos tipos de efectos: los que se 
deducen de la simple interposición del recurso, y los que se deducen de la decisión 
del medio impugnatorio. En esta última categoría se encuentra el RAC. 
Entre los primeros efectos, encontramos que sólo la interposición de los recursos 
interrumpe la producción de la cosa juzgada, por lo que la resolución dictada y 
sometida a impugnación, no adquiere la calidad de firme. Para profundizar más en el 
t ma de la cosa juzgada vale citar lo dispuesto por este Tribunal en la sentencia 
ecaída en el Expediente N° 1279-2003-HC/TC, en el que se estableció que 

En nuestro ordenamiento jurídico, una de las garantías de la administración de 
justicia consagrada constitucionalmente es la reconocida en el inciso 2) del 
artículo 139° de la Carta de 1993, en lo que concierne a la independencia en el 
ejercicio de la función jurisdiccional( ... ). 

En consecuencia, lo que se establezca en una sentencia o resolución que ponga fin al 
proceso debe ser respetado, y no puede ser objeto de nueva revisión, salvo las 
excepciones previstas. Asimismo, se debe proteger expresamente el principio de 
cosa juzgada, así como el correspondiente a la seguridad jurídica y el derecho a la 
tutela jurisdiccional efectiva. El artículo 139° de la Constitución establece, por ende, 
que 

Ninguna autoridad puede avocarse a causas pendientes ante el órgano 
• jurisdiccional ni interferir en el ejercicio de sus funciones. Tampoco puede dejar 

sin efecto resoluciones que han pasado en autoridad de cosa juzgada, ni cortar 

l-
La 

procedimientos en trámite, ni modificar sentencias ni retardar su ejecución. 
protección mencionada se concreta en el derecho que corresponde a todo 

ciudadano de que las resoluciones judiciales sean ejecutadas o alcancen su plena 
eficacia en los propios términos en que fueron dictadas; esto es, respetando la 
firmeza e intangibilidad de las situaciones jurídicas allí declaradas. Lo contrario 
significaría desconocer la cosa juzgada material, privando de eficacia al proceso y 
lesionando la paz y seguridad jurídicas. 
Precisamente en el proceso constitucional, según el artículo 6° del CPCo, sólo 
adquiere autoridad de cosa juzgada la decisión final que verse sobre el fondo de lo 
controvertido. Y tal como ya se ha venido señalando, sólo se podrá considerar final 
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una decisión cuando se resuelva, inclusive, el RAC, si es que el demandante 
interpuso el recurso extraordinario correspondiente. De ello se desprende que no 
necesariamente con la resolución de segunda instancia en la vía judicial existirá cosa 
juzgada. 

9. En el sistema judicial los recursos buscan a corto plazo una rev1s10n de las 
cuestiones contenidas en una resolución, que puede ser firme o no, dependiendo de 
la naturaleza del recurso y la etapa procesal en que éste se encuentre, así corno un 
examen de los trámites seguidos por el juzgador para su emisión. La impugnación 
tiende a corregir la falibilidad del juzgador y, de esta manera, lograr la eficiencia del 
acto jurisdiccional. 
Este contenido también debe ser traspalado a una categoría corno la del RAC, pero 
siempre tornando en cuenta lo que significa su introducción a los procesos 
constitucionales de libertad. En este esquema, si bien es cierto que un sistema 
procesal en el que no se permitiese a cada parte -en el caso de los procesos 
constitucionales, demandante o demandado-, recurrir las resoluciones judiciales, y 
así resolver las contiendas con tremenda rapidez, seria poco menos que inconcebible 
o injusto, no lo es menos que este servicio podría comprometer drásticamente el 

pio contenido de las resoluciones, sacrificando la justicia de la decisión a su 
P, ontitud. 

La fmalidad del RAC 

O. Habiendo analizado a grandes rasgos lo que significa el RAC, corresponde, a 
continuación, observar de qué manera ha de lograrse o posibilitarse una verdadera 
tutela de derechos fundamentales, máxime si a partir de allí se logrará analizar si lo 
solicitado por el recurrente tiene o no sustento constitucional. 
Además, cabe la posibilidad de ir definiendo, con la mayor precisión posible, en qué 
situaciones se podrá considerar que una resolución judicial es denegatoria y puede 
este Colegiado intervenir respecto a un proceso de tutela de libertad. 

§l. El RAC como 
fundamentales 

forma de protección superlativa de derechos 

11. Al haberse postulado en la novísima legislación procesal constitucional la figura del 

l 
RAC, se está reconociendo un mecanismo de control del proceso a fin de tutelar en 
forma sumaria los derechos invocados por los demandantes. Este recurso 
circunscribe sus alcances dentro de la clasificación general de recursos 
excepcionales, dado que no puede invocarse libremente y bajo cualquier 
presupuesto, sino que la ley procesal constitucional delimita en forma excluyente las 
materias en las que procede. Al respecto, es muy claro lo dispuesto por el ya 
mencionado artículo 18° del CPCo, pero siempre en el supuesto de protección de los 
derechos fundamentales. 
En la sentencia recaída en el Expediente N. 0 1042-2002-AA/TC, este Tribunal ha 
señalado que estos derechos constituyen componentes estructurales básicos del 
conjunto del orden jurídico objetivo. Se ha reconocido el concepto de garantías para 
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referirse a instrumentos adjetivos para hacer efectivos el ejercicio de los derechos 
reconocidos, entre los cuales cuenta, en especial, el proceso. Se les ha considerado 
como las seguridades jurídico-institucionales que la propia normatividad señala para 
posibilitar la vigencia de los derechos y libertades reconocidos u otorgados, 
destacando la oponibilidad erga omnes. 
No hay que olvidar, además, que el TC, como parte del Estado, también debe 
cumplir uno de los deberes primordiales asignados por la Constitución (en su 
artículo 44°), cual es garantizar la plena vigencia de los derechos humanos, función 
que es congruente con el rol específico que el artículo 201 o de la propia Norma 
Fundamental le ha asignado, en tanto órgano de control de la misma. 
De lo expuesto, se tiene que en el país el extraordinario RAC concede a este 
Colegiado la facultad excepcional de la jurisdicción negativa de la libertad, toda vez 
que en ella sí se tiene, bajo las características ya señaladas, la facultad de la judicial 
review o derivación judicial de la facultad de control sobre los procesos 
constitucionales. 

12. En el proceso de tutela de los derechos reconocidos en la Constitución, el TC 
adquiere, por medio del RAC, la facultad jurisdiccional para conocer de la 
pretensión del proceso por violación de derechos, pero delimitando el derecho de 
~cción al caso en que la pretensión del recurrente haya sido denegada por el 
juzgador de segunda instancia. De ahí la denominación de jurisdicción negativa, 
pues sólo procede ante denegatorias de la pretensión. Por ende, es conveniente 
ubicar al RAC en su verdadero sentido como recurso. 
Los recursos son susceptibles de clasificación. Según sus efectos, la normatividad ha 
reconocido distintos tipos. Aparte de los recursos con efecto no devolutivo (la 
tramitación y la resolución corresponde al mismo tribunal que dictó la resolución 
que se impugna), con efecto diferido (cuando hay pluralidad de imputados o delitos 
o cuando se dicte sobreseimiento o cualquier resolución que ponga fin al ejercicio 
de la acción penal) y con efecto suspensivo (el tribunal dictará una resolución que 
sustituirá total o parcialmente la resolución recurrida), existen también los que 
gozan de efecto devolutivo. En este último supuesto, corresponde resolver al tribunal 
jerárquicamente superior del que dictó la sentencia o resolución, por lo que el 

h inferior devuelve al ad quem la facultad del fallo para que, en segunda instancia, se 
--~ encargue del reexamen y emita decisión final; por este efecto, la causa se eleva del 

órgano judicial que ha conocido (a quo) a uno jerárquicamente superior, lo cual 
provoca un lógico cambio de sede que, a consecuencia de la centralizada estructura 
jerárquica, ampliará el territorio jurisdiccional del segundo (ad quem). El RAC es un 
tipo de esta impugnación, al igual que la apelación, la queja y la casación. 
Sin embargo, a colación del caso concreto, es necesario que se realice una 
clasificación que atienda al grado de urgencia y excepcionalidad del proceso, así 
como a la naturaleza del derecho a protegerse. De esta forma, se pueden encontrar 
los recursos ordinarios, los extraordinarios y los excepcionales, los cuales pasamos 
a explicar. 

a.) Los recursos ordinarios en el proceso constitucional 

~;.:; . . 
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Estos recursos son aquellos que no exigen causas específicas para su admisión y, 
además, no limitan los poderes de los tribunales ad quem; es decir, se protegen 
normalmente en el proceso y, para su interposición, no necesitan motivos 
determinados por ley. Entre ellos encontramos la apelación, la queja y la 
reposición. 
Respecto a la primera, cabe mencionar que el artículo 18° del CPCo hace 
referencia indirecta a la misma cuando señala que el RAC procede 'contra la 
resolución de segundo grado'. Más claro aún resulta lo dispuesto por el artículo 
35° respecto al hábeas corpus y el artículo 57° respecto al amparo (y por 
supletoriedad, al cumplimiento y al hábeas data), en los cuales se resalta la 
existencia de apelación en estos procesos, siempre y cuando sea realizado en el 
plazo previsto. 
El recurso de queja también se encuentra previsto en el CPCo. Específicamente, 
en el artículo 19° se desarrolla la posibilidad de presentar este recurso contra la 
resolución denegatoria del RAC. 

b.) os recursos extraordinarios en el proceso constitucional 
rente a los ordinarios, los recursos extraordinarios son aquéllos que exigen 

motivos taxativos para su interposición. Limitan las facultades del tribunal ad 
quem. Proceden sólo terminado el trámite ordinario y contra determinadas 
resoluciones. 
Él ejemplo más claro de esto es el recurso de casación, que procede únicamente 
en caso de vicios procedimentales y que comportan un cierto razonamiento de 
margen procesal civil, en el análisis de errores de derecho material sustantivo o 
formal procesal. Según el artículo 384° del Código Procesal Civil, la casación 
tiene por fines esenciales la correcta aplicación e interpretación del derecho 
objetivo y la unificación de la jurisprudencia emitida por la Corte Suprema. 
Regresando al proceso constitucional, el único recurso que reúne esta cualidad 
es el RAC, puesto que no procede contra cualquier resolución; vale decir, tan 
solo procede cuando existe una denegatoria en segunda instancia. Únicamente el 
demandante puede llegar al grado constitucional, nunca del demandado. Por tal 

1 
razón, no es ilógico que en el pasado se haya llamado 'recurso extraordinario' al 
RAC, toda vez que ésta es su naturaleza, aunque ahora se le ha dotado de una 
denominación específica, lo cual configura un importante avance normativo. 

c.) Los recursos excepcionales en el proceso constitucional 
Por último, se encuentran los recursos excepcionales; es decir, aquellos que se 
interponen contra resoluciones judiciales firmes y con calidad de cosa juzgada. 
La doctrina reconoce al recurso de revisión como uno de los pocos en esta 
categoría, ya que la naturaleza de este medio es la de no cuestionar la validez de 
las sentencias, sino examinar las circunstancias que no han sido tomadas en 
cuenta por el juzgador, y ver si a raíz de éstas la sentencia debe rescindirse por 
ser manifiestamente injusta, dando lugar, por consiguiente, a una revisión 
independiente al proceso, cuya finalidad es rescindir sentencias condenatorias 
firmes e injustas. 

. "" .. 
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Por su parte, en el proceso constitucional, si bien no existe un recurso 
excepcional propiamente dicho, por la imposibilidad de impugnar las 
resoluciones de este Colegiado, el CPCo ha señalado en el artículo 121 o que en 
el plazo de dos días, a contar desde su notificación o publicación tratándose de 
las resoluciones básicamente recaídas en los procesos de inconstitucionalidad, el 
Tribunal, ya sea de oficio o a instancia de parte, puede aclarar algún concepto o 
subsanar cualquier error material u omisión en que hubiese incurrido. Por ende, 
contra las resoluciones emitidas en el TC sólo caben aclaraciones o 
subsanaciones, pero no posibilidad de revisión alguna. 

§2. El RAC ante la resolución denegatoria judicial 

13. Tomando en cuenta la atribución asignada al TC respecto al RAC, también es 
importante rescatar cómo ello se conjuga con la finalidad concreta que tiene este 
medio impugnatorio. Una impugnación significa una alerta o un instante de 
reflexión frente al impulso de la rapidez de quien resuelve en las primeras 

ancias, que nos permita recordar que ello constituye el precio que los ciudadanos 
ben pagar por la custodia de sus derechos y deberes. 

n todos los casos siempre cabe reclamar, como medida de garantía del derecho del 
individuo y de respeto al derecho en sí; la vía impugnativa esté siempre abierta y 
regulada eficazmente, a fin de garantizar los derechos que están en juego en el 
proceso, tema que adquiere una relevancia inusitada para el caso de los derechos 
fundamentales y su protección a través de los procesos constitucionales. 
La naturaleza de los recursos -y, dentro de ellos, no puede obviarse el RAC- es 
impugnar una sentencia o una resolución judicial que, o bien es gravosa para una 
parte, o bien no se ajusta a normas procesales. Como fundamentos de los medios de 
impugnación se tiene que éstos sirven para recurrir el error de las resoluciones 
judiciales, si lo que se intenta en este caso es que el órgano judicial pueda 
reconsiderar su decisión (los defectos que se denuncian pueden consistir en vicios 
de la actividad procesal o un error de juicio; vale decir, una torcida interpretación de 

/, ' una voluntad abstracta de la ley existente), o atender, no tanto al error de las 
~ resoluciones judiciales, sino al gravamen que provoca la resolución judicial. 

l 
14. El artículo 18° del CPCo desarrolla la figura del RAC, estatuyéndolo como un 

recurso impugnativo que requiere de causales específicas para su interposición. 
De otro lado, para los supuestos en los que se deniegue el RAC, el propio CPCo, en 
su artículo 19°, establece el recurso de queja, que, según ya fue explicado, es una 
forma de recurso ordinario. Es necesario señalar que la posibilidad de interposición 
de un recurso de queja frente a la denegatoria del RAC implica la predictibilidad de 
los supuestos de denegatoria de dicho recurso, y ello es lo que está buscando a 
través de la presente resolución. 
No es posible, entonces, aceptar el RAC ni desarrollarlo si previamente no se 
determina con precisión qué se entiende por una resolución que no protege 
adecuadamente derechos fundamentales. 
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15. El constitucionalismo contemporáneo se ha caracterizado por la voluntad de 
atribuirle una efectiva fuerza normativa a los derechos y libertades reconocidos en 
las Normas Constitucionales. La concepción de los derechos fundamentales 
determina, de este modo, la propia significación del poder público, al existir una 
íntima relación entre el papel asignado a tales derechos y el modo de organizar y 
ejercer las funciones estatales. Sólo configurando correctamente el RAC es que los 
derechos fundamentales actuarán legitimando, creando y manteniendo consenso, 
siempre en la búsqueda de la libertad individual y limitando el poder estatal. 
El TC ha ido determinando con claridad hasta dónde puede llegar la elucidación de 
aspectos y materias de un RAC, por lo que es necesario examinar la línea 
jurisprudencia! seguida hasta el momento. Este Colegiado considera que el RACha 
servido, entre otras cosas, para lo siguiente: 

a.) Determinación de la tutela objetiva de derechos 
tema como éste puede observarse en la sentencia del Expediente N. 0 603-

004-AA/TC, referido a un proceso constitucional iniciado por la gerente del 
Grifo Ferraro frente a la Municipalidad Distrital de Bellavista, y que versa sobre 
1 comisión de un supuesto abuso realizado a través de una resolución de 
:Alcaldía que daba por finalizado un procedimiento coactivo en contra de la 
reclamante. Durante el curso del proceso constitucional, la demandada señaló 
que carecía de objeto pronunciarse, pues ella misma había dejado sin efecto la 
resolución cuestionada, y había ordenado suspender tal procedimiento. Por tal 
razón, el juzgador de primera instancia declaró improcedente la demanda, por 
sustracción de la materia. Sin embargo, tras la interposición de una apelación por 
parte de la recurrente, sorpresivamente la municipalidad encausada consumó la 
ejecución coactiva, con el cierre del local, retiro, demolición y erradicación del 
grifo. El ad quem confirmó la recurrida, pero no por sustracción de la materia, 
sino porque estimaba que no era posible suspender un procedimiento ya 
concluido. 
Ante ello, este Colegiado consideró pertinente utilizar, para resolver el caso, lo 
dispuesto en el artículo 1 o del CPCo, que en su tenor señala que 

4
. ( ... ) Si luego de presentada la demanda cesa la agresión o amenaza por decisión 

voluntaria del agresor, o si ella deviene en irreparable, el Juez, atendiendo al 
agravio producido, declarará fundada la demanda precisando los alcances de su 
decisión, disponiendo que el emplazado no vuelva a incurrir en las acciones u 
omisiones que motivaron la interposición de la demanda, y que si procediere de 
modo contrario se le aplicarán las medidas coercitivas previstas en el artículo 22 
del presente Código, sin perjuicio de la responsabilidad penal que corresponda. 

En tal sentido, el Tribunal consideró que la demandada, con su actuar, se 
encontraba evitando un pronunciamiento en contra de sus intereses, razón por lo 
cual declaró fundada la demanda y remitió copia de lo actuado al Ministerio 
Público para determinar la responsabilidad penal del agresor. Se sustentó la 
decisión, tal como se presenta en el fundamento 3.c de la sentencia, en que 

( ... )el hecho de que la demandada haya utilizado un argumento efectista con el 
objeto de obtener un resultado determinado por parte de la jurisdicción, para 
posteriormente y de motu proprio variar las circunstancias y enervar su propio 
argumento, con el propósito de perjudicar de modo permanente a la parte 
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demandante, representa un acto procesal absolutamente desleal, sobre todo para 
con la administración de Justicia Constitucional, que ha confiado 
preliminarmente en la buena fe y supuesta voluntad de retractación de la 
demandada. Es evidente, por otra parte, que de no haberse utilizado tal 
argumento, el resultado a nivel de primera instancia, cualquiera que hubiese 
sido su sentido, habría sido uno distinto a la declaratoria de sustracción de 
materia por cese de la afectación, debido a la necesidad en la que habría estado 
el juzgador constitucional de pronunciarse sobre el tema de fondo, es decir, 
determinar si hubo, o no, violación o amenaza de violación de los derechos 
constitucionales reclamados( ... ). 

Aparte de este caso, en otro (sentencia emitida en el Expediente N. o 3 51-96-
HC/TC, S-161), se llegó a determinar que en una extradición que ya había 
concluido, también era pertinente dejar establecidas algunas reglas claras 
respecto al accionar de parte de las autoridades durante el trámite de la misma. 
Así, en el fallo se señaló que, si bien carecía objeto pronunciar sentencia sobre el 
fondo, 

( .. . ) no puede soslayarse el hecho de que concluida la etapa preliminar de 
extradicción con el pronunciamiento del juez penal, su prosecución en otros 
niveles burocráticos resulta alarmantemente prolongada, máxime si un 
procesado o imputado goza de la universal presunción de inocencia, y siendo la 
libertad uno de los más preciados valores del ser humano, su limitación, pese a 
fundadas razones de orden legal, implica, particularmente en este caso, cuando 
menos, una falta de sindéresis funcional que obliga a este Colegiado a exhortar 
a los Poderes Judicial y Ejecutivo, en su caso, para que no sólo prioricen la 
atención de casos análogos con la celeridad debida, sin perjuicio de desarrollar 
-de no existir la infraestructura indispensable que permita custodiar a los 
extraditables durante su arresto o detención preventiva- un régimen apropiado a 
su dignidad personal, bajo la glosada presunción de inocencia; Que, igualmente, 
tampoco puede este Tribunal Constitucional dejar de pronunciarse sobre la 
precaria salud de la accionante, aspecto que, al parecer, no ha merecido la 
inmediata aplicación de oficio de las previsiones contempladas por el Código de 
Ejecución Penal sobre el particular, presunción que, de ser cierta, hace 
indispensable recomendar al Instituto Nacional Penitenciario (INPE) subsane 
las omisiones en que se habría incurrido, sin perjuicio de que los Poderes del 
Estado adopten las medidas legislativas y procedimentales que eviten dilatadas 
e innecesarias detenciones que resultan realmente clamorosas e incompatibles 
con la penología moderna y los derechos humanos. 

Entonces, por más sustracción de la materia que exista, y por más imposible que 
resulte cautelar la tutela subjetiva de los derechos de una persona, igual se 
puede, vía el RAC, proteger la eficacia y respeto de los derechos fundamentales, 
situación coincidente con el fin que este recurso posee. 

b.) Establecimiento de los efectos de la protección subjetiva de derechos 
aspecto especial de este tipo de proceso se puede encontrar en el 

aradigmático caso de la sentencia recaída en el Expediente N. 0 2694-2004-
AA/TC, promovida por José Silva Vallejo y dirigida contra el Consejo Nacional 
de la Magistratura, con el objeto de que se declaren nulos y sin efecto legal los 
acuerdos adoptados en contra de su persona. El a quo resolvió declarando 
fundada la demanda en lo referido a que la decisión de destitución no fue 
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adoptada por mayoría simple (cuatro votos de los seis miembros que ingresaron 
al pleno, sino que lo que se produjo fue un empate, dado que tres votos se 
pronunciaron por la no destitución y tres por la destitución) e infundada la 
demanda en el extremo del pago de remuneraciones dejadas de percibir. Por su 
parte, el juzgador de segunda instancia consideró pertinente reclamar de la 
demandada que realice un nuevo pronunciamiento. 
Aparte del tema de las remuneraciones, y he aquí lo importante en la presente 
demanda, el recurrente en su RAC critica la decisión jurisdiccional respecto a 
que sea el propio Consejo el que deba resolver nuevamente. Es decir, pese a que 
se declaró fundada la demanda en ese aspecto, el reclamante consideró preciso 
acudir al RAC pues las consecuencias de dicho fallo no se condecían, a su 
entender, con la protección efectiva de sus derechos fundamentales. 
Ante ello, el TC consideró pertinente aceptar la reclamación realizada, pero 
decidió declararla infundada, bajo el argumento expuesto en el fundamento 9: 

( ... )este Colegiado no encuentra incongruencia entre la reposición y el mandato 
de que el CNM emita un nuevo pronunciamiento conforme al artículo 40 de la 
Ley N.0 26397 y las normas reglamentarias, por cuanto, con este mandato, la 
recurrida ha cumplido con la fmalidad del proceso de amparo y no ha lesionado 
derecho constitucional alguno del recurrente. Este Tribunal Constitucional, 
estima que la recurrida ha efectuado una adecuada ponderación entre el derecho 
constitucional al debido proceso del demandante y la función disciplinaria que 
compete al CNM a que se refiere el artículo 154° incisos 2 y 3 de la 
Constitución. 

De lo expuesto, y pese a que en el caso concreto no se le dio la razón al 
demandante, se desprende el hecho de que los efectos de una sentencia declarada 
fundada pueden terminar siendo inapropiados para la protección de los derechos 
fundamentales, y como el RAC busca tutelarlos en forma superlativa, sí cabe su 
formulación si es presentada y argumentada de forma razonable. Entonces, si el 

P 
actor alega la incongruencia entre la declaratoria de fundada y las consecuencias 
de la misma, tiene claramente expedito el camino de este medio impugnativo. 

r.) Decisión respecto a las excepciones deducidas 
En diversos procesos que han llegado a este Tribunal, el RACha sido postulado 
en virtud de la denegatoria por parte de la judicatura ordinaria de la procedencia 
de la demanda, toda vez que la demanda planteada tenía un vicio de caducidad. 

\ 

El caso policial ha sido el más llamativo al respecto. En sentencias de 
expedientes como los N. 0 0079-2005-PA/TC, N. 0 1623-2004-AA/TC o N.0 

·. 1098-2004-AA/TC, este Colegiado ha llegado a ingresar a analizar, en virtud de 
un RAC, lo referido a esta causal de procedencia. Es decir, no se llegó a centrar 
el estudio de la cuestión específicamente en la protección de un derecho 
fundamental, sino más bien se consideró pertinente resolverlo respecto a una 
excepción deducida. 
La caducidad planteada (entendida como prescripción, según lo establecido en la 
sentencia del Expediente N. 0 1049-2003-AA/TC, y claramente decretado para el 
amparo, el hábeas data y el cumplimiento en el artículo 44 o del CPCo) está 
referida al plazo existente para interponer la demanda desde el momento en que 
el afectado toma conocimiento del acto lesivo. Con respecto al momento de que 

: . ~ 
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debe ser resuelta una excepción, el artículo 10° del CPCo ha sido muy explícito 
en señalar que es en la sentencia. 
Ante ello, sólo cabe mencionar que este Colegiado considera que una lectura 
amplia y desventajosa de una excepción por parte de los juzgadores de primera y 
segunda instancias sí puede terminar vulnerando los derechos de las personas 
que acuden a los procesos constitucionales. Por ello, queda claramente habilitada 
la vía del RAC para solicitar la protección en este supuesto. 
Ahora bien, si la sentencia de segunda instancia es declarada infundada o 
improcedente pero por una materia distinta a la de la excepción, y por tal motivo 
llega a este Colegiado, igualmente se puede declarar fundada la excepción de 
prescripción, porque sólo así se estará protegiendo objetivamente el orden 
constitucional, por más que ella no haya sido planteada por el recurrente sino 
más bien por el demandado. Lo contrario significarla desconocer el substrato de 
justicia en la labor de nuestra institución. 

d.) Posibilidad de realizarse pagos accesorios 
Sobre la base de la sentencia recaída en el Expediente N. 0 0065-2002-AA/TC, se 
ha señalado que los pagos pensionarios se realizan no sólo sobre la base del 
monto de la jubilación correspondiente, sino que, además, pueden incluir los 
reintegros e intereses. 
Sin embargo, en algunos casos, como lo sucedido en la sentencia del Expediente 
N. 0 1793-2002-AA/TC, el juzgador de segunda instancia declaró fundada la 
demanda en lo relativo al pago de una bonificación especial (sobre la base del 
Decreto de Urgencia N. 0 011-99), pero improcedente respecto a los devengados 
solicitados. Frente a ello, el recurrente presentó un recurso extraordinario 
solicitando exclusivamente el reembolso de tales devengados. Ante ello, el TC, 
reconociendo explícitamente el carácter accesorio de tal pedido, resolvió en el 
fundamento 2 que: 

( ... ) habiendo la Sexta Sala Civil de la Corte Superior de Justicia de Lima 
expedido sentencia estimatoria amparando la pretensión principal del 
demandante, corresponde que se le abonen los devengados que reclama. 

Es decir, declarando fundada la demanda en dicho extremo, se ha llegado a 
reconocer la posibilidad de ser analizadas a través de un RAC, materias que 
aparecen como accesorias a una pretensión principal. 
Significativa es también la sentencia emitida en el Expediente N. 0 2057-2003-
AA/TC, en la cual el accionante solicitó exclusivamente en la demanda el pago 
de reintegros e intereses devengados. Ante ello, los juzgadores de los dos grados 
judiciales declararon improcedente el pedido. No obstante, siguiendo la 
jurisprudencia ya mencionada, este Colegiado declaró fundada la demanda, y 
ordenó el pago correspondiente. 
Como se puede observar, el pago de reintegros e intereses fueron considerados 
por el TC como una materia que merecía protección, a la luz de los artículos 1 oo 
y 11° de la Norma Fundamental. Esto equivale a señalar que sólo con tales pagos 
complementarios se podrá proteger integral y correctamente el derecho 
fundamental a la pensión. 
Sin embargo, en la actualidad, este Colegiado ha venido a estipular en el 
fundamento 37.g de la sentencia del Expediente N. 0 1417-2005-AA/TC, que 

. _, 
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\ 

Debido a que las disposiciones legales referidas al reajuste pensionario o a la 
estipulación de un concreto tope máximo a las pensiones, no se encuentran 
relacionadas a aspectos constitucionales directamente protegidos por el 
contenido esencial del derecho fundamental a la pensión, prima facie, las 
pretensiones relacionadas a dichos asuntos deben ser ventiladas en la vía 
judicial ordinaria. 

De ello se desprende que, en la actualidad, la protección constitucional de 
intereses y reintegros ya no serán materia de control constitucional concentrado, 
sino que serán derivados a vías igualmente satisfactorias para la persona. Por lo 
tanto, tampoco podrán ser ya materia de un RAC, pese a que en el pasado sí lo 
eran. 

e.) Distinción de los alcances de la sentencia declarada fundada 
Según el artículo 20° del CPCo, el pronunciamiento de este Colegiado sobre el 
recurso interpuesto tendrá dos consecuencias distintas, hecho que redundará en 
la viabilidad del RAC: si el Tribunal considera que la resolución impugnada ha 
sido expedida incurriéndose en un vicio del proceso que ha afectado el sentido 
de la decisión, la anulará y ordenará se reponga el trámite al estado inmediato 
anterior a la ocurrencia del vicio; y, si el vicio incurrido sólo alcanza a la 
resolución impugnada, el Tribunal la revocará y procederá a pronunciarse por el 
fondo. 
Con respecto a ello, debe fijarse con claridad cuál es la línea jurisprudencia! que 
se debe seguir. El caso se refiere a la denegatoria del recurso por causa de vicio 
procesal por haber sido interpuesto por un abogado que no tenía la 
representación de los demandantes; es decir, que no fue éste el que firmó la 
demanda. Corresponde, entonces, unificar la jurisprudencia, léase, dejar sentado 
cuáles son los efectos de la declaración de denegatoria del RAC. El fallo 
adecuado es el que prescribe lo siguiente: 

Declarar NULO el concesorio del recurso extraordinario, de fojas xxx, 
IMPROCEDENTE el recurso extraordinario, NULA la sentencia de fojas xxx y 

~ NULO todo lo actuado desde fojas xxx y que se reponga la causa al estado 
/ anterior al vicio procesal. 

Esta es la solución que ha sido adoptada en las resoluciones de los Expedientes 
N° 2558-2004-AC/TC, N° 4396-2004-AA/TC, N° 2595-2004-AC/TC, entre 
otras. 
Sin embargo, en otros casos similares, se ha resuelto de una forma distinta. En 
algunos casos se declaró subsistente la sentencia recurrida pero nulo el 
concesorio, tal como puede observarse en las resoluciones de los Expedientes 
N. 0 1948-2004-AC/TC, N.o 2376-2004-AC/TC, N. 0 2113-2004-AC/TC, N. 0 

2094-2004-AC/TC, N. 0 2178-2004-AC/TC, N.o 2472-2004-AC/TC y N.o 2634-
2004-AC/TC. En otros casos, lo que se ordena es que, antes de declarar firmes 
las resoluciones judiciales, se remitan los autos a la Corte Superior 
correspondiente, según se puede revisar en las resoluciones de los Expedientes 
N. 0 2027-2004-AC/TC y N.o 2475-2004-AC/TC. 

16. Queda claro entonces que el RACha ido asumiendo algunos caracteres fijados con 
propiedad por este Colegiado, los cuales llegan a configurar aún mejor la naturaleza 
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de este tipo de recurso. Sólo reconociendo sus cualidades privativas se podrá hacer 
una defensa apropiada de los derechos fundamentales de las personas, pues cuando 
una resolución de segunda instancia impide una adecuada protección, el TC deberá 
intervenir para determinar si puede lograr la apropiada y oportuna salvaguardia. 
Esto es lo que se busca insistir con la existencia del RAC, toda vez que con los 
supuestos antes explicados se puede conseguir la búsqueda real de protección de los 
derechos fundamentales. Ahora bien, es necesario determinar cómo, en este marco 
explicativo, se inserta la alegada determinación de la responsabilidad del agresor. 

§3. El RAC y la determinación de la responsabilidad del agresor 

17. El recurrente considera viable su RAC tomando en cuenta, según lo expresa a fojas 
105 del Expediente, que el juez involucrado en la demanda pretendió someterlo 

( ... ) a procedimientos distintos a los establecidos en la ley, e incluso violentó el 
principio de legalidad procesal penal, conducta procesal que fuera realizada con 
conocimiento y voluntad de CAUSARME PERJUICIO. 

De ello se desprende que el actor no se encuentra de acuerdo con la sentencia 
apelada, en el extremo que exime de responsabilidad al juez demandado en el 
hábeas corpus, magistrado del Cuadragésimo Juzgado Penal de Lima, don Manuel 
:ván Miranda Alcántara. Manifiesta que corresponde que este Colegiado proceda de 
cuerdo al artículo 8° del CPCo, referido a la responsabilidad del agresor. 

. El proceso que amerita la presentación del hábeas corpus incluye un incidente de 
excepción de prescripción (mostrado a fojas 29 del Expediente), de cuya tramitación 
se desprende claramente la vulneración de los derechos alegados, por cuanto dicha 
excepción fue interpuesta con fecha 20 de octubre de 2003, y admitida a trámite 
cuatro día después. Luego de ello el juez emplazado, con fecha 5 de febrero de 
2004, dispuso que se deje en su despacho para resolver; pero no cumplió con remitir 
inmediatamente a la vista del fiscal el cuaderno incidental, para que se emita un 
dictamen previo sobre la excepción deducida, lo que no se cumplió, atentándose así 
contra lo dispuesto, contrario sensu, en el artículo 5° del Decreto Legislativo N. 0 

124. 
Sobre esta base, el juez de primera instancia declaró fundada la demanda de hábeas 
corpus, señalando claramente en la parte considerativa (fojas 50 del Expediente) que 

( .. . ) no se advierte en la conducta del magistrado accionado, una conducta 
dolosa de perjudicar al accionante ( .. . ), sino una interpretación equívoca de las 
normas procesales, que puede apreciarse desde una óptica constitucional 
garantista ( ... ). 

A e ta misma conclusión llega el ad quem. Justamente, la determinación a la que 
11 an ambos juzgadores es la que merece la crítica de parte del recurrente a través 

el RAC. Pero, sobre la base de los argumentos vertidos a lo largo de la presente 
sentencia, es necesario determinar si es factible que a través de este recurso 
extraordinario se pueda solicitar la responsabilidad del agresor. 

19. Según el artículo 8° del CPCo, 
Cuando exista causa probable de la comisión de un delito, el Juez, en la 
sentencia que declara fundada la demanda en los procesos tratados en el 
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presente título, dispondrá la remisión de los actuados al Fiscal Penal que 
corresponda para los fmes pertinentes. Esto ocurrirá, inclusive, cuando se 
declare la sustracción de la pretensión y sus efectos, o cuando la violación del 
derecho constitucional haya devenido en irreparable, si el Juez así lo considera 
( ... ). 

Diversa jurisprudencia de este Colegiado ha hecho mención a la determinación de la 
responsabilidad del agresor (aparte de la norma mencionada, también se utilizaba la 
previsión existente en el derogado artículo 11 o de la Ley N.0 23506), figura que ha 
versado sobre diversos temas. Entre ellos se pueden encontrar algunos referidos al 
hábeas corpus, como puede ser lo estipulado cuando se producía la arbitraria 
negativa judicial de la excarcelación de una persona, supuesto que se puede 
encontrar en las sentencias de los Expedientes N. 0 1093-2000-HC/TC, N.0 601-
2003-HC/TC o N. 0 702-2000-HC/TC. 
Pero, ¿qué se está buscando exactamente con la aplicación del artículo 8° del CPCo? 
Según la sentencia emitida en el Expediente N. 0 2366-2004-AA/TC, referida a un 
amparo contra una resolución del Jurado Nacional de Elecciones, y cuya resolución 
final concluía en una sustracción de la materia, la responsabilidad del agresor puede 
ser aplicada 

( ... ) a fm de que puedan deslindarse, en la vía correspondiente, las 
responsabilidades a que hubiere lugar. 

Por consiguiente, es claro que este Colegiado utiliza la figura de la responsabilidad 
del agresor para, de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 159°, inciso 1) de la 
Constitución (función fiscal de promoción de la acción judicial), determinar si es 
que se logra establecer un nexo causal entre los hechos investigados en sede 
constitucional y la comisión de un delito. No es que el TC considere la existencia de 
responsabilidad penal del investigado, sino tan sólo estima pertinente que el 
accionar del demandado sea analizado a la luz de la legislación penal. 
Es más, así la sentencia en el proceso constitucional no determine la utilización del 
artículo 8° del CPCo, el afectado con la conducta antijurídica de un demandado, 
tiene el camino libre para iniciar las acciones penales que considere. Asimismo, la 
investigación fiscal también puede ser realizada de oficio. 
El análisis que se realice en sede penal es independiente del efectuado en el ámbito 
constitucional, aunque los hechos ya establecidos no podrán ser objeto de 
cuestionamiento y serán una prueba válida de la posible responsabilidad del agresor. 

20. Después de una extendida explicación de lo que significa el RAC, sólo queda 
determinar si lo recientemente desarrollado respecto a la responsabilidad del agresor 

· contribuye, o no, a una protección superlativa de derechos fundamentales. 
Consideramos que permitir o posibilitar que cualquier persona acuda a este 
Colegiado para solicitar la aplicación del artículo 8° del CPCo no tiene relación 
a na con lo que se busca con el RAC. Con la salvedad de los supuestos 

risprudenciales explicados supra, sólo es pertinente la utilización del RAC con el 
fin de atacar una resolución que sea propiamente denegatoria de protección de 
derechos fundamentales (infundada o improcedente) y, en el caso concreto, de la 
libertad personal. 
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Como ya se señaló, en el caso de autos la sentencia de segunda instancia declaró 
fundada la demanda interpuesta, consiguiendo con ello la salvaguardia real de los 
derechos del demandante. 
Por eso, no es aceptable que el RAC, como bien está expresado en fojas 103 del 
Expediente, sea dirigido 

( ... )sólo contra el extremo de la Resolución Judicial N.0 401, de fecha 21-02-
2005 referida a que se le exime de responsabilidad al magistrado del 
cuadragésimo juzgado penal de Lima( ... ). 

En realidad, lo que se está solicitando es que un recurso extraordinario sea utilizado 
para otorgar una medida accesoria al pedido original que ya fue resuelto 
favorablemente para el accionante; más aún si lo que se pretende no tiene relación 
alguna con una protección superlativa de derechos fundamentales. 
Asumiendo que no debe admitirse en un Estado social y democrático de derecho el 
abuso de derecho, según lo proscribe el artículo 1 03 o de la Constitución, el recurso 
planteado no puede ser otra cosa que declarado improcedente. Es más, en próximas 
oportunidades, los juzgadores de segunda instancia no deberán siquiera admitir un 
pedido como el realizado en el presente RAC. 

rocedencia del RAC 

. Tomando en consideración los criterios vertidos a lo largo de la presente sentencia, 
es imperativo para este Colegiado ir determinando la forma en que habrá de 
intervenir en el futuro respecto a los RAC que lleguen hasta esta sede. 
Como se ha llegado a señalar, los procesos constitucionales tienen como finalidad, 
tal y como lo establecen el artículo II del Título Preliminar y el artículo 1 o del 
CPCo, proteger la vigencia efectiva de los derechos constitucionales y garantizar la 
primacía de la Constitución. Por tal motivo, constituyen deberes de los jueces 
(artículos III, V y VIII del Título Preliminar del CPCo) adecuar la exigencia de las 
formalidades previstas en este Código al logro de los fines de los procesos 
constitucionales, optar -en los supuestos de duda- por la protección de los derechos 
fundamentales y aplicar el derecho que corresponda aunque no haya sido invocado 
por las partes o lo haya sido erróneamente. 

~ En tal orden de ideas, este Colegiado ha de adecuar su accionar a las pautas que se 
"7 han ido vertiendo a lo largo de esta sentencia, con el fin de que la justicia 

l constitucional sea más adecuada, rápida y oportuna. Cabe resaltar que la carga 
procesal del TC ha ido en aumento de manera desmesurada desde su creación: de 
los mil doscientos veintiocho RAC ingresados en 1996, se ha llegado a diez mil 
ochocientos dieciséis en el año 2005. Con esta cantidad de expedientes por resolver, 
cada vez es más complicado brindar a la población una justicia que pueda 
considerarse de calidad, objetivo final de nuestra institución. 

§J. El RAC y el funcionamiento del TC 

22. Dentro del esquema que se ha ido presentando, este Colegiado, en tanto órgano 
constitucional, posee una autonomía procesal que le permite tener libertad para 
configurar el proceso constitucional en aquellos aspectos que no hayan sido 
intencionalmente regulados por el legislador y que sean necesarios para la adecuada 
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realización de las funciones que le han sido atribuidas por la Constitución y su Ley 
Orgánica. 
En el presente caso, corresponde ir determinando cuáles son~ .las condiciones de 
procedencia de los RAC, las cuales deben verse reflejadas en cambios en el 
Reglamento Normativo, Resolución Administrativa N. 0 095-2004-P/TC. Se 
implementarán las disposiciones que no vulneran los principios procesales generales 
que se desprenden de la Constitución, del CPCo y de su ley orgánica; y se procederá 
a regular la forma en que debe organizarse esta sede con la finalidad de llevar a 
cabo, de manera más efectiva, su función de control de la constitucionalidad y 
protección de los derechos fundamentales. 

23. Para cumplir tal finalidad, el TC no puede ser considerado como un ente reconocido 
en la Norma Fundamental, aislado y separado del resto de poderes públicos y de la 
configuración del Estado. La justicia que imparte el TC no sólo debe ser analizada 
desde un plano teórico, sino fundamentalmente exige una aproximación a la práctica 
de la 

1
vida real, al impacto real de sus sentencias en el ámbito social y a las 

expe tativas de los individuos con respecto a los roles que se le ha asignado, en el 
m co del Estado democrático y social de derecho, como garante y supremo 
· térprete de la Constitución. 
La actividad del órgano de justicia constitucional no es libre ni arbitraria, sino que 
está sometida a la Constitución, y es imputable a ella. Es una actividad que debe 
desenvolverse en el marco de un proceso de interpretación de la norma básica, 
abierto en el transcurso del tiempo, y con efectos pacificadores del ordenamiento 
jurídico. La libertad de actuación del juez constitucional no debe verse 
arbitrariamente expandida ni ser utilizada irrazonablemente como canon de 
interferencia en organismos constitucionales autónomos. Por lo tanto, debe quedar 
claro que una sentencia como la que se está emitiendo debe estar sometida a los 
límites razonables y proporcionales que la propia naturaleza de las cosas, previstas 
en la Constitución, impongan. Todo esto representa una exigencia del pluralismo y A: los valores democráticos, y la principal garantía del pleno goce y ejercicio de los 

/ derechos fundamentales, y hacia ello debe dirigirse el nuevo sentido otorgado al 
RAC. 
Para ello, la Constitución debe ser entendida, a la vez, como un documento jurídico, 
político, económico, cultural y social, y, en esa medida, está íntimamente ligada a la 
realidad misma, de donde emerge y se retroalimenta. Por tal razón, en el 
fundamento 9 de la sentencia del Expediente N.0 0020-2003-AI/TC, se establece 
que 

( ... )esta integración de la realidad a la norma constitucional se logra mediante la 
interpretación que efectúa el Tribunal Constitucional en cada caso particular, y 
cuyo propósito es que se respete la unidad o núcleo de la Constitución vigente 
en el tiempo. 

iguiendo esta lógica limitativa de su actuación, este Colegiado ya ha venido 
señalando, como lo muestra el fundamento l.a de la sentencia del Expediente N. 0 

2409-2002-AA/TC, que 
( .. . ) a diferencia de la actividad jurisdiccional efectuada en sede judicial, el 
Tribunal Constitucional tiene como tareas la racionalización del ejercicio del 
poder, el cual se expresa en los actos de los operadores del Estado, el mismo 

< ~. 
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que debe encontrarse conforme con las asignaciones competenciales 
establecidas por la Constitución ( ... ). Es evidente que el Tribunal 
Constitucional, por su condición de ente guardián y supremo intérprete de la 
Constitución, y mediante la acción hermenéutica e integradora de ella, se 
encarga de declarar y establecer los contenidos de los valores, principios y 
normas consignados en el corpus constitucional. En ese orden de ideas, el 
Tribunal Constitucional, en cuanto Poder Constituyente Constituido, se 
encarga de resguardar la sujeción del ejercicio del poder estatal al plexo del 
sistema constitucional, la supremacía del texto constitucional y la vigencia 
plena e irrestricta de los derechos esenciales de la persona. De ahí que formen 
parte de su accionar, la defensa in tato de la Constitución y de los derechos 
humanos ante cualquier forma de abuso y arbitrariedad estatal. 

Ello porque, si bien la Constitución nace en un momento específico por voluntad del 
constituyente, mantiene su vigencia a través de su conexión con el contexto socio
político, lo cual quiere decir que una Constitución será actual en tanto sirva de cauce 
para que los hechos mutables en la historia se vayan adaptando a ella y ésta logre 
incorporarlos. 
Por ende, este Colegiado considera que el RAC debe significar una forma no 
exact ente de restringir arbitrariamente las prerrogativas de intervenir en ciertos 
ro e os constitucionales de la libertad, sino más bien de compatibilizar 
rr ct ~nte las atribuciones constitucionales y un efectivo resguardo de los 

s de la población. 

aquí, es posible afirmar que, con la finalidad de lograr un óptimo 
cionamiento del servicio de justicia constitucional, antes que efectuar una 

reducción de las causas que lleguen al TC, es necesario realizar su reestructuración 
funcional, con la finalidad de que pueda ejercer su actividad de manera más eficaz. 
Para conseguir un objetivo tan ambicioso es necesario recurrir a experiencias 
comparadas (básicamente, estadounidenses, hispanas y germánicas), y, tomando en 
cuenta sus principales aportes, conjugados con las características propias de nuestro 

M sistema constitucional de protección de derechos, presentar un modelo lo más 
/ acorde posible con las necesidades de la justicia constitucional en el país. 

·[ a) Corte Suprema estadounidense 
· · En los Estados Unidos de América se ha venido a proponer la figura del 'writ of 

certiorary ', a través de la cual la Corte Suprema tiene la capacidad de 'escoger' 
- ' las causas que llegan a su conocimiento y, lógicamente, evitar las que, a su 

entender, no corresponden a su magistratura. La implementación de esta figura 
se produjo a partir de 1925, cuando el Judiciary Act introdujo tal mecanismo con 
el fin de rechazar casos, al considerar que no existen razones especiales y de 
importancia para distraer su tiempo en su resolución. 
Dado que las cuestiones constitucionales son altamente controvertidas, dicho 
tribunal sólo se considera en aptitud para resolverlas cuando se encuentren en el 
momento adecuado para ello. En este sentido, gracias a su jurisdicción 
discrecional, puede seleccionar los casos y 'decidir no decidir' los casos que no 
merecen su atención. A través de sus resoluciones, la Corte Suprema determina 
qué casos de relevancia van a ingresar a desarrollar y crear jurisprudencia. Eso 
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sí, cuando no admite una petición, no arguye las razones por las cuales llega a tal 
decisión. 

b) Tribunal Constitucional alemán 
Por su parte, en Alemania, la decisión judicial tiene dos funciones, resolver un 
caso particular, protegiendo los derechos subjetivos del recurrente, y preservar el 
derecho constitucional objetivo, ayudando así a su interpretación y 
perfeccionamiento; se desarrolla así el doble carácter del proceso constitucional 
de libertad. Ello permite el establecimiento de las causales de procedencia de los 
recursos interpuestos ante el TC Federal. Es relevante precisar que gran parte de 
la protección de los derechos la realizan los tribunales ordinarios, pero siguiendo 
los precedentes emitidos por el TC. 
Por tal motivo, se ha establecido que no todas las demandas de amparo sean 
admitidas por él. Entre las causales de inadmisibilidad mencionamos los 
· guientes supuestos: cuando la Sala ha decidido anteriormente casos de carácter 
déntico, y cuando una cuestión es manifiestamente infundada. Dicha causal 

tiene como finalidad la función de realizar un filtro que impida someter al 
Tribunal cuestiones baladíes o absurdas, dentro del margen de lo establecido en 
la Constitución y en la normatividad procesal. 
Asimismo, es posible que se admita solamente una parte del recurso o que se 
limite el alcance de la decisión que se adopte. El TC Federal alemán tiene 
autonomía para su reglamentación interna, sin autorización de la Ley 
Fundamental ni de la ley debido a que es un órgano constitucional. 

e) Tribunal Constitucional español 
En el caso español, al margen del establecimiento de causales de improcedencia 
precisas, el TC cuenta con una organización funcional, la cual permite que, de 
las siete mil doscientos un demandas de amparo ingresadas en el año 2003, por 
ejemplo, solamente fueron resueltas mediante sentencia doscientas siete 
demandas, y fueron declaradas inadmisibles ciento veintinueve por auto de 
inadmisión, cinco mil cuatrocientos veintiocho vía providencia de inadmisión, 
quinientas catorce por otras causas, y trescientos ochenta acumuladas con los 
anteriores. Estas cifras se alejan sustancialmente de las que existen en nuestro 
país, donde muy buena parte de las demandas acaban en sentencias. 
Para dedicarse a un número reducido de resoluciones que versen sobre el fondo 
del petitorio, el TC ibérico ha venido utilizando la siguiente estructura: un Pleno 
(compuesto por doce magistrados), dos salas (integradas cada una por seis 
magistrados) y, para el despacho ordinario y la decisión sobre la admisibilidad 
de los recursos, el Tribunal se divide en cuatro secciones, integradas cada una de 
ellas por tres magistrados. En ese sentido, el artículo 8° de la Ley Orgánica del 
TC español, establece que: 

Para el despacho ordinario y la decisión sobre la admisibilidad o 
inadmisibilidad de los recursos, el Pleno y las Salas constituirán Secciones, 
compuestas por el respectivo Presidente o quien le sustituya y dos magistrados. 

Asimismo, el acápite Uno del artículo 50° de la misma norma, establece la 
posible inadmisión del recurso en los siguientes supuestos: 

... -· 
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La Sección, por unanimidad de sus miembros, podrá acordar mediante 
providencia la inadmisión del recurso cuando concurra alguno de los siguientes 
supuestos: a) Que la demanda incumpla de manera manifiesta e insubsanable 
alguno de los requisitos ( ... ). b) Que la demanda se deduzca respecto de 
derechos o libertades no susceptibles de amparo constitucional. e) Que la 
demanda carezca manifiestamente de contenido que justifique una decisión 
sobre el fondo de la misma por parte del Tribunal Constitucional. d) Que el 
Tribunal Constitucional hubiera ya desestimado en el fondo un recurso o 
cuestión de inconstitucionalidad o un recurso de amparo en supuesto 
sustancialmente igual, señalando expresamente en la providencia la resolución o 
resoluciones desestimatorias. 

De esta manera, las secciones han sido creadas con la finalidad de ser órganos 
que se aboquen a realizar un filtro de las demandas que llegan al TC, de tal 
manera que solamente sean resueltos mediante sentencia aquellos casos que 
hayan pasado este filtro . 

2S. El TC peruano, ante la situación de tensión -también presente a veces en otros 
tribunales, inclusive corno los nombrados-, entre una protección óptima de los 
derechos fundamentales y una permanente sobrecarga de trabajo, requiere de una 
reorganización funcional en la prestación del servicio de justicia constitucional, de 
manera que ésta sea lo más efectiva posible y que cumpla, a su vez, con el propósito 
de garantizar el derecho de acceso a la justicia. 
Para ello, tornando en cuenta cómo está dividido actualmente nuestro TC, se 
propone que una de las Salas que lo integran se encargue de revisar y determinar la 
procedencia de los RAC interpuestos. Los magistrados del TC constituidos en Sala o 
Pleno revisarán los recursos respecto de los cuales exista duda, discordancia o 
impliquen un caso dificil, así corno los casos que merezcan un pronunciamiento 
sobre el fondo, y aquellos recursos que fundamenten fáctica y jurídicamente la 
necesidad de una variación del precedente vinculante vigente. Las Salas o el Pleno 
resolverán, en consecuencia, solamente aquellos recursos que hayan pasado por este 
nuevo filtro de procedencia. 

_& Este nuevo funcionamiento del Tribunal no implicará un gasto mayor considerable 
7 por parte del Estado ni implicará un incumplimiento del artículo so de la Ley 

Orgánica, respecto del quórum requerido para el conocimiento de los procesos de 
hábeas corpus, amparo, hábeas data y de cumplimiento, toda vez que el auto que se 
emita será validado por la Sala que esté a cargo de este examen. 

§2. El RAC y los supuestos de admisión y procedencia 

26. La búsqueda de predictibilidad y certeza, entonces, es la principal consecuencia de 
los criterios presentados en los fundamentos precedentes, pues determinando con 
claridad qué significa el RAC y cuándo éste puede ser presentado o postulado ante 
la segunda instancia judicial a fin de elevarlo ante este . Colegiado, se puede 
conseguir mejor tutela para los justiciables y el ejercicio de sus derechos. 
En esta línea, es conveniente resaltar lo presentado por el artículo so del CPCo, el 
cual establece las causales de improcedencia de los procesos constitucionales. Entre 
ellas, es relevante hacer mención de las siguientes: que los hechos y petitorio de la 
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demanda no refieran directamente al contenido constitucionalmente protegido del 
derecho invocado; que existan vías igualmente satisfactorias para su protección, 
salvo cuando se trate del proceso de hábeas corpus; y, que a la presentación de la 
demanda haya cesado la amenaza o violación de un derecho constitucional o se haya 
convertido en irreparable. 
Al respecto, el primero de estos acápites guarda concordancia directa con lo 
establecido en el artículo 38° de dicho Código que postula, aunque exclusivamente 
para el proceso de amparo, que no procede 

( ... ) en defensa de un derecho que carece de sustento constitucional directo o 
que no está referido a los aspectos constitucionalmente protegidos del mismo. 

De tal forma, consideramos que sólo podrá admitirse una intervención de este 
Colegiado si es que lo que está en juego es la búsqueda real de protección del 
ámbito constitucionalmente protegido de un derecho fundamental, y hacia ello debe 
estar orientada nuestra actuación. 

as causales de admisibilidad y procedencia del RAC han sido explicadas 
someramente en el artículo 18° del CPCo, el cual señala que tal recurso debe ser 
interpuesto por el demandante; dirigido contra la resolución de segundo grado que 
declare infundada o improcedente la demanda; y presentado en el plazo de diez días 
contados desde el día siguiente de notificada la resolución. 
Dado que ni la Constitución ni las leyes han establecido, más allá del 
reconocimiento de la protección del contenido constitucionalmente protegido, 
excepciones o limitaciones en cuanto a la procedencia de las solicitudes de 
salvaguardia de los derechos, este Tribunal considera que es necesario determinar, 
sobre la base de los criterios que se han ido estableciendo supra, cuándo le 
corresponde intervenir. Así, a partir de la jurisprudencia y las disposiciones del 
CPCo mencionadas, puede inferirse que el contenido constitucionalmente protegido 
de los derechos es un requisito de procedencia de la demanda, pero también del 
RAC. 

28. Entonces, aparte de las prescripciones formales precisadas por el artículo 18°, este 
Colegiado considera importante que la Sala encargada del análisis de procedencia 
pueda actuar sobre la base de nuevos cánones de análisis ex ante de los RAC, 
estableciendo si cumplen con el fin para el cual se encuentran reconocidos. 
Entonces, para que este Colegiado pueda ingresar a estudiar el fondo del asunto 
debe existir previamente una clara determinación respecto a la procedencia de los 
RAC presentados. En ella se insistirá en los siguientes aspectos, con la posible 
acumulación de casos idénticos: 
• Identificación de vulneración manifiesta del contenido esencial del ámbito 

constitucionalmente protegido de un derecho fundamental. 
1 Revisión de las demandas manifiestamente infundadas. 
• Evaluación de los casos en los que ya se haya reconocido la tutela del derecho 

cuya protección fue solicitada en la demanda y respecto de los cuales se haya 
declarado improcedente o infundado el pedido de reparación o restablecimiento 
del agraviado en el pleno goce de sus derechos constitucionales. 
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Debe tenerse cuidado de no declarar manifiestamente impro'tedentes cuestiones que, 
en realidad, deban requerir un análisis más profundo, pues cuando exista duda 
razonable al respecto, debe ser declarada la procedencia. Para la viabilidad de la 
reorganización propuesta se requieren de algunos presupuestos que este Colegiado 
debe ir determinando normativa y jurisprudencialmente. 

Gráfico N.0 1 
Causales para interposición de demanda y de RAC 

Procedencia de los 
procesos de libertad 

(artículo s• del CPCo) 

Referencia directa al contenido 
constitucionalmente protegido del derecho 

No existan vías igualmente satisfactorias 

No haber acudido a proceso judicial prevío 
o exista litispendencia 
Agotamiento de vías prevías 

No haya cesado amenaza o víolación o se 
ha convertido en irreparable 
No se refiera a resoluciones del JNE, CNM 
o a conflicto de competencias 
Dentro del plazo establecido 

Admisibilidad y -t Interposición por el demandante 

procedencia del RAC Dirigido contra la resolución de segundo 
grado infundada o improcedente 

(articulo 18° del CPCo) Plazo de 10 días 

Estrecha relación con contenido 
constitucionalmente protegido del derecho 

Procedencia del RAC No sea manifiestamente infundado 

Causal negativa de tutela prevía según el TC 

Elaboración: Tribunal Constitucional 

29. Asimismo, debe perseverarse en el sentido del primero de los criterios explicados en 
el párrafo anterior. En el fundamento 1 O de la sentencia del Expediente N. o 141 7-
2005-ANTC, se ha determinado que un derecho tiene sustento constitucional 
directo cuando la Constitución reconoce, explícita o implícitamente, un marco de 
referencia que delimita nominalmente el bien jurídico susceptible de protección, 
motivo por lo cual, en un marco garantista, existe una escala de tutela que transita 
desde la delimitación más abierta a la más precisa. 
El sustento constitucional directo de un derecho no se reduce a una tutela normativa 
del texto constitucional formal, sino que alude a una protección de la Constitución 
en sentido material (pro homine) en la que se integra la Norma Fundamental con los 
tratados de derechos humanos y las disposiciones legales que desarrollan 
directamente el contenido esencial de los derechos fundamentales que así lo 
requieran y que conforman el bloque de constitucionalidad (artículo 79° del CPCo ). 
A colación de ello este Colegiado debe analizar, para determinar si interviene en un 
caso concreto, si lo que está siendo demandado por el recurrente es o no parte del 
contenido esencial del ámbito constitucionalmente protegido del derecho, tal como 
no ocurrió en el caso de autos. Para ello, habrá de utilizar una concepción de 
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contenido esencial como el desarrollado en la sentencia · de los Expedientes N. o 

0050-2004-PI/TC y otros. Además, la referida sentencia del Expediente N. 0 1417-
2005-AA/TC, en el fundamento 21, expresa que 

( .. . ) todo ámbito constitucionalmente protegido de un derecho fundamental se 
reconduce en mayor o menor grado a su contenido esencial, pues todo límite al 
derecho fundamental sólo resulta válido en la medida de que el contenido 
esencial se mantenga incólume. 

Ésta debe ser la base para que el TC pueda aceptar un RAC. Sólo cuando se alegue 
que el derecho involucrado está siendo vulnerado en el contenido esencial de su 
ámbito constitucionalmente protegido, se podrá llegar a analizar el fondo de lo 
pedido. Ante ello, es necesario tener en cuenta lo que establece el CPCo respecto a 
la procedencia del recurso. 

30. Es provechoso enfatizar que ya el Tribunal ha estado en la búsqueda de 
autorrestringirse en el ejercicio de su función jurisdiccional, a efectos de brindar 
mayor predictibilidad en sus resoluciones y procurar a la población una justicia 
constitucional de una mejor calidad. 
Por ello consideramos pertinente recordar que, en algunas áreas, este Colegiado ha 
ido señalando cuál es el ámbito constitucionalmente protegido de los derechos 
fundamentales, estableciendo con claridad algunos espacios que no merecen 
salvaguardia en sede constitucional, aunque en estos casos su utilización comenzara 

esde la sentencia. Así, se pueden reconocer sentencias como las siguientes, que van 
en esa línea: 
• Expediente N.0 3760-2005/P A/TC, publicada el 18 de febrero de 2005, respecto 

a la inhabilitación política. 
• Expediente N. 0 2496-2005-PHC/TC, publicada el 3 de junio de 2005, respecto a 

la detención preventiva. 
• Expediente N. 0 2303-2005-PHC/TC, publicada el 30 de junio de 2005, respecto 

al agotamiento de la vía previa en materia tributaria. 
• Expediente N. 0 1417-2005-PA/TC, publicada el 12 de julio de 2005, respecto a 

las materias del derecho a la pensión que pueden ser tuteladas en un proceso de 
amparo. 

• Expediente N. 0 0168-2005-PC/TC, publicada ellO de octubre de 2005, respecto 
~ al ámbito del derecho a la pensión que puede ser tutelado en un proceso de 

.z¡Mumplimiento. 

} 

Expediente N. 0 2876-2005-PHC/TC, publicada el 26 de octubre de 2005, 
especto al contenido constitucionalmente protegido del derecho a la libertad de 

tránsito que puede ser tutelada en un proceso de hábeas corpus. 

l
. • Expediente N.0 2802-2005-PA/TC, publicada el 13 de diciembre de 2005, 

respecto a la procedencia de protección del derecho a la libertad de empresa en 
un proceso de amparo. 

• Expediente N. 0 0206-2005-PA/TC, publicada el 14 de diciembre de 2005, 
respecto a las materias del derecho al trabajo que pueden ser tuteladas en un 
proceso de amparo, tanto en el régimen privado como en el público. 

• Expediente N. 0 3361-2004-PA/TC, publicada el 16 de diciembre de 2005, 
respecto a la evaluación y ratificación de magistrados. 
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• Expediente N. 0 4677-2004-PA/TC, publicada el 25 de diciembre de 2005, 
respecto al ámbito de protección del derecho a la reunión. 

Con estas sentencias, este Colegiado demuestra su vocación de ir circunscribiendo 
correctamente su espacio de actuación y, de esta forma, determinar la validez del 
RAC. 

31. En conclusión, el RAC, en tanto recurso impugnativo dentro de un peculiar proceso, 
como es el constitucional, debe ser utilizado como un mecanismo procesal 
especializado que permita que el TC intervenga convenientemente. 
Aparte de los requisitos formales para su interposición, se requerirá que el RAC 
planteado esté directamente relacionado con el ámbito constitucionalmente 
protegido de un derecho fundamental; que no sea manifiestamente infundado; y que 
no esté inmerso en una causal de negativa de tutela claramente establecida por el 
TC. 

Por estos fundamentos, el Tribunal Constitucional, con la autoridad que le confiere la 
Constitución Política del Perú 

HA RESUELTO 

Declarar IMPROCEDENTE el recurso de agravio constitucional planteado. 
Asimismo, establecer como precedente vinculante normativo de observancia 
obligatoria lo dispuesto en los fundamentos 15, 22, 24, 25, 28 y 31 . 

Publíquese y notifiquese. 

SS. 

GARCÍATOMA 
GONZALES OJEDA 
ALVA ORLANDINI 
BARDELLI LART~n ... 
LANDAA OYO 
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LUIS SÁNCHEZ LAGOMARCINO RAMÍREZ 

VOTO SINGULAR DEL MAGISTRADO VERGARA GOTELLI 

Emito el presente voto, con el debido respeto por la opinión vertida por el 
Colegiado, por los siguientes fundamentos: 

l. Llega a conocimiento de este Supremo Tribunal el recurso de agravio constitucional 
interpuesto por Luis Sánchez Lagomarcino Ramírez contra la sentencia emitida en 
segunda instancia por la Cuarta Sala Especializada en lo Penal para Procesos con 
Reos en Cárcel de la Corte Superior de Justicia de Lima, que, confirmando la 
áp,elada, declaró fundada la demanda de hábeas corpus interpuesta contra el juez del 
cu\ dragésimo Juzgado Penal de Lima, don Manuel Iván Miranda Alcántara. Se 
cu stiona la sentencia sólo en el extremo que exonera de responsabilidad al 
d andado, afirmando que está acreditado en autos el dolo con el que actuó, por lo 
qu solicita se le sancione conforme al artículo 8° del Código Procesal 
e nstitucional. 

2. "fica esto que el Tribunal Constitucional ha quedado limitado en su intervención 
só[o al extremo cuestionado en el recurso de agravio constitucional, estando 
impedido de ingresar a revisar de oficio y menos resolver lo que en segunda 
instancia ha sido favorable al actor desde que, no pudiendo ser cuestionado por una 
evidente falta de interés para obrar, constituye cosa juzgada. Siendo así cuando en el 
fallo de la sentencia se declara como improcedente a la demanda, se está revocando 
la sentencia que no fue cuestionada, vulnerándose un derecho fundamental del actor 
que este Supremo Tribunal está llamado a cautelar, motivos por los que no comparto 
el fallo de la sentencia. 

3. En cuanto al extremo referido a la responsabilidad del demandado y, como 
consecuencia de ello, la sanción exigida contra él, único agravio expuesto por el 
recurrente en su recurso, debe precisarse que el artículo 8° del Código Procesal 
Constitucional reserva esta facultad al Juez Constitucional para ejercerla sólo "( ... ) 
cuando exista causa probable de la comisión de un delito". En consecuencia, es el 
juez quien realiza la valoración de los medios probatorios que obran en el 
expediente a efectos de determinar si de los actuados se evidencia la posible 
comisión de un delito. 

4. En el caso de autos, tanto el a quo como el ad quem han fundamentado el porqué 
consideran que no hay indicios de responsabilidad contra el juez emplazado, toda 
vez que, como queda expuesto en el Considerando Octavo de la sentencia de 
primera instancia y el Considerando Cuarto de la sentencia de segunda instancia 
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(fojas 50 y 91), la vulneración al debido proceso se debió "( ... ) a un criterio de 
interpretación erróneo de las normas procesales y administrativas de carácter penal". 

5. Pretender que dentro del proceso constitucional de amparo se discuta la 
responsabilidad o no de la comisión de un delito por parte del juez de la causa, 
respecto a su actuación procesal, no es posible desde que para dichos efectos es 
necesaria una etapa probatoria de la que carece el proceso excepcional de amparo, y 
dentro de la cual pueda analizarse in extenso las razones que tuvo el señalado juez 
para emitir las resoluciones que se cuestionan, en cuanto a la valoración hecha por 
éste. Si el recurrente tiene cómo acreditar que hubo delito con medios de prueba que 
hoy no obran en el expediente, puede acudir a la vía ordinaria a efectos de satisfacer 
su pretensión, ya que la sanción al demandado dentro de un proceso de amparo es 
una facultad del juez constitucional que sólo es posible ejercer cuando existan 
evidencias, las mismas que no se aprecian de los actuados. 

Por estos fundamentos, considero que la sentencia debe limitarse a declarar 
INFUNDADO el recurso de agravio constitucional, en atención a que el punto 
exclusivo que h viable · e ención de este Tribunal está referido exclusivamente 
a la sanción ue ·a el d~~ante contra el juez y no los otros aspectos de la 
sentencia q ~r/"· 

S. , 

· . 
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